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Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa Cabán, la Juez 
Nieves Figueroa y el Juez Salgado Schwarz.  

 
Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 18 de diciembre de 2019. 

 Comparecen ante nosotros, mediante recurso de apelación, el 

señor Manuel Burgos Hidalgo (en adelante “señor Burgos”), su 

esposa Mayra Lora Ruiz (en adelante “señora Lora”) y la sociedad 

legal de gananciales compuesta por ambos (en conjunto 

denominados “apelantes”).  Solicitan nuestra intervención para que 

revisemos la Sentencia a través de la cual el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Carolina (en adelante “Tribunal” o “TPI”), declaró 

Ha Lugar la Demanda que éstos presentaron contra el señor Ernesto 

L. Juan Cabrera, First Leasing y Universal Insurance Company (en 

adelante “apelados”), condenándolos al pago de $45,000.00 por los 

daños sufridos por el señor Burgos, $5,000.00 por los daños 

sufridos por la señora Lora y $169,277.00 por concepto de lucro 

cesante. 

 Examinados los escritos presentados, así como la 

transcripción estipulada de la prueba oral y el derecho aplicable, 

acordamos modificar la Sentencia apelada. 
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I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración, que el 13 de 

junio de 2012,1 el señor Burgos, la señora Lora y la sociedad legal 

de gananciales que ambos conforman instaron una Demanda sobre 

daños y perjuicios en contra de los apelados. Los hechos se 

remontan al 11 de mayo de 2009, en horas de la tarde, ocasión en 

que el señor Burgos se encontraba transitando en un vehículo de su 

propiedad, marca BMW, modelo 540 de 1994. Mientras el señor 

Burgos se encontraba detenido en una intersección, el auto 

súbitamente fue impactado en la parte posterior por otro vehículo 

marca BMW, modelo X5 de 2005, conducido por el señor Juan, 

registrado a nombre de First Leasing y asegurado por Universal. 

Como resultado de la colisión, el automóvil del señor Burgos fue 

declarado pérdida total. Universal satisfizo en su totalidad dicha 

pérdida.  

En cuanto a las dolencias físicas causadas por la colisión, se 

alegó en la reclamación que el señor Burgos sufrió torceduras en las 

regiones cervical, lumbar y sacra; varios discos abultados y 

herniados, radiculopatía lumbar en el lado derecho, estenosis 

foraminal y nervios pinchados. Se aseveró, además, que esta 

multiplicidad de traumas es causa de dolores intensos e 

incapacitantes, molestias, sufrimientos y angustias mentales. 

 En la acción civil, el señor Burgos expresó también que, como 

consecuencia del accidente, tuvo que ausentarse de su trabajo a 

tiempo completo y de más de veinte años, como mesero en el 

Restaurante Metropol. Sin embargo, ante la imposibilidad de 

ambular y estar de pie durante periodos prolongados, causados por 

la radiculopatía, entre otras dolencias, aseguró que se vio obligado, 

                                                 
1 Los apelantes interrumpieron el término de prescripción con sendas cartas 

enviadas el 23 de junio, 20 de julio, 11 de agosto y 5 de octubre de 2009, 12 de 

abril, 28 de junio, 27 de septiembre de 2010 y 27 de septiembre de 2011. Esta 

alegación fue aceptada por los apelados. Véase, Autos Originales: Demanda, 

acápite 16 y Contestación a Demanda, acápite 8.  
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primero, a reducir su jornada laboral a la mitad durante un año; y 

posteriormente, a dejar de ejercer por completo sus funciones 

laborales como mesero. Indicó que tampoco ha podido dedicarse a 

otro oficio, pues afirmó que tiene una incapacidad parcial de 

naturaleza permanente. De igual forma, la señora Lora alegó haber 

experimentado sufrimientos al ver reducida de manera indefinida la 

calidad de su vida familiar y conyugal. A tales efectos, los apelantes 

solicitaron el resarcimiento de los daños físicos, angustias y lucro 

cesante. 

 El 26 de octubre de 2012, Universal presentó su contestación, 

a la que se unió First Leasing. En síntesis, negó las alegaciones por 

falta de información y se reservó el derecho de exponer sus defensas, 

una vez culminara el descubrimiento de prueba.2 Entre varias 

defensas, los apelados esbozaron que los daños fueron cubiertos por 

la Administración de Compensación por Accidentes de Automóviles 

y que su responsabilidad estaba limitada a las cláusulas del 

contrato de seguro. 

 El 30 de septiembre de 2014, las partes presentaron el Informe 

para el Manejo del Caso; y el 11 de julio de 2016, el Informe sobre 

Conferencia con Antelación al Juicio.3 Asimismo, el 12 de marzo de 

2015, 10 de marzo de 2016, 14 de julio de 2016, 17 de octubre de 

2016 y 22 de diciembre de 2016 se celebró la Conferencia con 

Antelación a Juicio y Vista Transaccional.4 En las referidas 

audiencias, los apelados aceptaron la negligencia del asegurado en 

el accidente, por lo que el juicio estaría limitado a establecer la 

relación causal, la extensión de los daños, su mitigación y la cuantía 

para resarcirlos. Los litigantes estipularon la admisibilidad de la 

póliza de seguros, la cual tiene un límite de cubierta de 

                                                 
2 Véase, Contestación a Demanda en Autos Originales. 
3 Véase, Autos Originales. 
4 Véase, Minutas de 12 de marzo de 2015, 10 de marzo, 14 de julio, 17 de octubre 

y 22 de diciembre de 2016 en Autos Originales. 
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$1,000,000.00. Se entregaron los Informes periciales, dejando 

establecido una diferencia sustancial entre las opiniones de los 

expertos consultados. Los apelantes, además, anunciaron la prueba 

documental, la cual consistiría en su mayoría de los expedientes 

médicos. Ante la reserva de los apelados sobre la admisibilidad de 

dichos expedientes, el TPI pronunció una determinación preliminar 

de que la prueba documental debidamente autenticada y certificada, 

y de la cual se haya estipulado su autenticidad, será admitida, sin 

perjuicio de la objeción oportuna de los apelados. De igual modo, 

advirtió sobre la imposición de honorarios y costas por temeridad si 

la objeción de la prueba no se sostenía en derecho.5  

El 21 de febrero de 2017 se inició el Juicio.6  Los apelantes 

presentaron la prueba documental antes anunciada para su 

identificación. Los custodios de los documentos estaban presentes 

en sala. Con la anuencia de los apelados, fueron excusados ya que 

la prueba estaba certificada. Los apelados acordaron estipular 

únicamente la autenticidad de los expedientes médicos certificados, 

no así el contenido.7 Los apelantes trajeron a colación la 

determinación preliminar sobre la admisibilidad de la evidencia 

documental. El Tribunal dio lectura a la Minuta del 14 de julio de 

2016; ocasión en que determinó que los récords médicos que 

estuvieran certificados quedaban debidamente autenticados y eran 

admisibles en evidencia como récords de negocio.  A esos efectos, el 

TPI pronunció: “Okey. Bueno, en vista de que, ¿verdad?, se, se 

corroboraron con la Abogada que los documen. . . los récords que 

han presentado están debidamente certificados y, y de que hay, este, 

                                                 
5 Véase, Minuta de 14 de julio de 2016, Apéndice X del recurso. 
6 Véase, Minuta de 21 de febrero de 2017, Apéndice XII del recurso. 
7 Entre los litigantes surgió otra controversia en cuanto a los testigos que tenían 

anunciados los apelantes para declarar sobre el tratamiento médico brindado al 
señor Burgos. Toda vez que los récords médicos quedaron admitidos en evidencia, 

los apelantes prescindieron de utilizarlos y no fueron citados. Sin embargo, los 

recurridos solicitaron al TPI que aplicara la presunción de testimonio adverso.  No 

surge del récord que el Tribunal hubiera adjudicado la solicitud. Véase, 

Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 24-28. 
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estipulación en cuanto a su autenticidad se estarían aceptando, 

sabe, como exhibits a esos efectos”.8  

Surge de los Autos Originales la admisión de la siguiente 

evidencia:9 

Estipulado  
Exhibit 1 Póliza de Seguros 09-CAP518-000233964-1 

Exhibit 2 Curriculum Vitae Jorge F. Freyre Serra 
Exhibit 3 Curriculum Vitae Jaime Del Valle Caballero 

Exhibit 4 Curriculum Vitae Dr. Cándido Martínez 
Mangual 

 
Parte Demandante 

Exhibit 1   Informe de Querella 2009-8-391-03229 
Exhibit 2   Récord Médico Dr. Ramón Piñeyro Polanco 
Exhibit 3   Récord Médico ACAA 19-112270-014 

Exhibit 4   Récord Médico Dra. Jodys Salgado 
Exhibit 5(a), 5(b), 5(c) Récord Médico Dr. Luis Pío 

Sánchez (salvo págs. 124-132) 
Exhibit 6   Récord Médico Dr. Eduardo Ibarra 

Exhibit 7(a), 7(b), 7(c) Récord Médico Dr. Francisco 
Lebrón Arzon (222402) 

Exhibit 8   Récord Médico Dr. Aníbal Soto López (4242) 
Exhibit 9   Récord Médico Dr. Víctor M. Cruz 

Exhibit 10 Récord Médico Dr. Reynaldo De Jesús 
Rodríguez 
Exhibit 11 Récord Médico Dr. René González 

Exhibit 12 Informes Periciales Dr. Rafael Seín Siaca de 
5 de abril de 2010 y 12 de noviembre de 2013 y 

Curriculum Vitae 
Exhibit 13 Informe Médico Dr. Héctor Stella Arrillaga  

Exhibit 14 Récord Médico Dr. Renier Méndez De 
Guzmán  

Exhibit 15 Récord Médico Dr. Enrico Santori 
Exhibit 16 Carta de Determinación de la Administración 

del Seguro Social 
Exhibit 17 Informe Pericial Dr. Jorge F. Freyre Serra 

 

Parte Demandada 
Exhibit 1 Informe Pericial Jaime Del Valle Caballero 

Exhibit 2 Informe Pericial Dr. Cándido Martínez 
Mangual 
 

 El señor Burgos dio inicio a la prueba testifical. Indicó que 

estaba casado con la señora Lora y que trabajó como mesero en el 

Restaurante Metropol de Isla Verde por espacio de 20 a 21 años.10  

El señor Burgos declaró que, antes del accidente, él se encargaba de 

                                                 
8 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 7-10, 13, 19-

23. 
9 En relación a los expedientes médico del señor Burgos, véase, Minuta de 21 de 

febrero de 2017 en Autos Originales. 
10 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 30-33. 
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hacer todo en la casa, incluyendo pintar, hacer el patio, sellar el 

techo y “todo lo que había que hacer fuerte”, y que su estado de 

salud era bueno, pues nunca se enfermaba.11   

Sobre los hechos acontecidos el 11 de mayo de 2009, relató 

que, mientras se encontraba detenido en un semáforo, fue 

impactado en la parte posterior del vehículo por una guagua BMW 

X-5.12  Explicó que esperó en el auto el arribo de la Policía, se 

movieron los autos hacia la orilla de la vía, se hizo la Querella y luego 

se dirigió a su casa.13 

 Una vez en su casa, el señor Burgos indicó que le explicó a su 

esposa lo ocurrido, que ella le ayudó a acostar, le quitó los zapatos 

y le dio dos calmantes para el dolor, Panadol.  Declaró que le 

manifestó a su esposa tener mucho dolor de espalda, de cuello y de 

hombros.14  Según el señor Burgos, al día siguiente se levantó con 

dolores más fuertes, por lo que acudió a la Administración de 

Compensación por Accidentes de Automóviles (ACAA) a buscar 

asistencia médica. En la ACAA lo refirieron al doctor Piñeyro, quien 

le abrió récord, le realizó estudios físicos y ordenó una radiografía.15  

Según el señor Burgos, la radiografía reveló que tenía un espasmo 

muscular e inflamación, por lo que el doctor Piñeyro le recetó 

medicamentos y lo refirió a un fisiatra.  El señor Burgos relató que 

la fisiatra, doctora Salgado, le hizo una electromiografía, un MRI, le 

recetó medicación para el dolor y la inflamación y le practicó 

alrededor de veintidós terapias. El testigo explicó que los dolores 

continuaron, por lo que la doctora Salgado lo refirió a un neurólogo.  

El doctor Santori, neurólogo, le hizo un examen físico y le recomendó 

hacerse un bloqueo en la Policlínica de Manejo de Dolor en Río 

                                                 
11 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 33-35. 
12 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 37-39. 
13 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 41-42. 
14 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 43. 
15 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 46. 
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Piedras con el doctor Lebrón, anestesiólogo.  El testigo relató que el 

doctor Lebrón le practicó dos bloqueos y le recetó calmantes para el 

dolor y la inflamación.  En este periodo, el señor Burgos continuó 

trabajando, pero a tiempo parcial; esto es, unas cuatro horas 

diarias.16 El testigo, sin embargo, no pudo continuar trabajando 

media jornada “[p]orque ya no podía estar de pies [sic]”. “Doctor, yo 

no puedo estar parado ni media hora”.17 

 Posteriormente, cuando el señor Burgos sintió que ya no podía 

trabajar más, regresó donde el doctor Lebrón quien lo refirió al 

neurocirujano, doctor De Jesús.  Según el señor Burgos, el doctor 

De Jesús ordenó otro MRI y continuó el tratamiento medicinal para 

aliviar el dolor y la inflamación. El galeno le indicó que no hacía falta 

cirugía, pero le recomendó que continuara el tratamiento con el 

fisiatra y el quiropráctico José Rodríguez.  El señor Burgos declaró 

que recibió alrededor de setenta terapias por parte del 

quiropráctico.18  Luego, el testigo narró que acudió al fisiatra, doctor 

Soto, quien le realizó un nuevo MRI, le practicó un bloqueo y otras 

setenta terapias adicionales.  Entonces, indicó que acudió a otro 

anestesiólogo, el doctor Ibarra, quien le practicó tres bloqueos 

adicionales.19  Asimismo, declaró que costeó un viaje a Estados 

Unidos con unos especialistas en espina dorsal, pero indicó que no 

se pudo operar porque el plan médico no lo cubría el 

procedimiento.20 Después acudió al doctor Pío Sánchez, quien le 

realizó más estudios físicos y lo refirió en tres ocasiones al doctor 

Renier Méndez, quien le practicó otros tres bloqueos.21 

 El señor Burgos declaró que en el año 2012 solicitó los 

beneficios por incapacidad de la Administración del Seguro Social 

                                                 
16 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 47-49. 
17 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 49, 83. 
18 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 49-51. 
19 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 52-53. 
20 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 53-56. 
21 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 57. 
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(Seguro Social), por lo que se sometió a una evaluación con el doctor 

Stella para determinar su elegibilidad.  Como resultado de la 

evaluación, el Seguro Social determinó concederle los beneficios por 

incapacidad. El declarante afirmó que su incapacidad se debió al 

accidente de tránsito.22  

 Acerca de las dificultades económicas causadas por el 

accidente, el señor Burgos expresó que, cuando trabajaba a tiempo 

completo, ganaba aproximadamente $30,000.00 anualmente. Sin 

embargo, hacía ya siete años que no trabajaba. “Ese es el lucro que 

no he recibido, es decir, que no me he ganado por los daños recibidos 

en el accidente de auto. Y estoy incapacitado de por vida. Es decir, 

siete años sin trabajo y contar de aquí en adelante hasta que una 

persona tenga edad suficiente para laborar y los sesenta y ocho años 

en mi caso”.23  Esa merma en ingresos apenas pudo compensarla 

con una IRA de $7,000.00 que logró cancelar sin penalidades y con 

las ganancias de la venta de una propiedad inmueble que estaba 

salda.  La venta de la casa causó gran pesar a toda la familia. 

Además, el matrimonio no pudo costear más la educación privada 

de sus dos hijas, quienes ingresaron a la escuela pública.24 

El señor Burgos declaró que, como consecuencia del 

accidente, su vida familiar y de pareja ha sido completamente 

diferente. Explicó que durante los dos primeros años tuvo que 

dormir separado de su esposa. Afirmó que se siente incapacitado, 

ya que no puede hacer las cosas que hacía antes.25 

 Durante el contrainterrogatorio, el señor Burgos declaró que 

en la Querella de la Policía se hizo constar que no hubo heridos y 

que los daños no fueron estimados.  Indicó también que a la escena 

del accidente no acudieron paramédicos y que él tampoco visitó una 

                                                 
22 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 57-60. 
23 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 62-63. 
24 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 62, 65-66. 
25 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 64. 
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Sala de Emergencias ese día.26 Sin embargo, durante su 

declaración, aclaró que posteriormente había tenido que acudir en 

tres ocasiones a la Sala de Emergencias porque no podía caminar.27  

Como resultado del accidente, expresó que nunca acudió a un 

psiquiatra y que ningún cirujano en Puerto Rico le recomendó 

cirugía, aunque en Estados Unidos, sí.28 A preguntas de la 

representación legal de los apelados, sobre si algún médico en 

Puerto Rico le había expresado que sus dolencias estaban 

relacionadas con el accidente de tránsito, el señor Burgos contestó: 

“Todos”. Más adelante, expresó que el doctor Stella consignó la 

relación entre el accidente y sus dolencias, pero que desconocía si 

los otros doctores hicieron una anotación específica al respecto en 

los expedientes médicos.29 

 La prueba testifical continuó con el testimonio de la señora 

Lora.  Indicó que llevaba cerca de veinticinco años casada con el 

señor Burgos y que ambos tienen en común dos hijas, quienes a la 

fecha de la vista en su fondo tenían 23 y 18 años.30  La señora Lora 

relató que el día del accidente ella se encontraba libre de su trabajo 

como housekeeper en el Hotel San Juan, por lo que pudo ver por la 

ventana de la cocina cuando su esposo llegó a la casa y se bajó del 

carro, agarrándose la espalda baja.31  La testigo explicó que ayudó 

a su esposo a recostarse en la cama y, mientras éste le contaba lo 

sucedido, ella le quitó los zapatos, le dio dos Panadol y luego él se 

quedó dormido.  La señora Lora declaró que “[c]uando ya él despertó 

un poco es que empieza mi pesadilla. […] Mi pesadilla es que mi 

esposo jamás fue el hombre que yo conocí. Mi esposo todo el tiempo 

tiene dolor. […] Después de ahí… el núcleo familiar jamás ha sido el 

                                                 
26 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 73-74. 
27 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 85. 
28 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 75-76. 
29 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 76-77, 81, 87. 
30 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 88-89. 
31 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 91-92. 
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mismo porque mi esposo era un hombre entero, saludable, nunca le 

había dolido ni una uña. Nosotros éramos la… una familia feliz. 

Hacíamos actividades juntos. Y ya eso lo perdí. Estos ocho años que 

yo he vivido con la enfermedad de mi esposo han sido críticos. Y lo 

han sufrido en carne propia mis hijas, que es lo que más me duele, 

mis hijas. […] Mi casa se volvió un caos. Yo no podía pagar la casa…. 

Yo no podía con ese gasto. Yo no podía sufragar los colegios de las 

niñas. Nosotros en casa pasamos penumbras, desasosiegos, de 

todo. Yo lloré lo indecible”.32  Añadió que estuvieron durmiendo en 

camas separadas por espacio de dos años, que se vieron en la 

necesidad de vender la casa de Canóvanas porque no podían con los 

gastos y que acumularon muchas deudas.33  Durante el 

contrainterrogatorio, la señora Lora confirmó que el día del 

accidente no llevó a su esposo a un médico, ni a una Sala de 

Emergencias.34 

Los procedimientos continuaron con la presentación de la 

prueba pericial de ambas partes litigantes. El 28 de febrero de 2017, 

declaró el doctor Rafael Seín Siaca, fisiatra y perito médico de los 

apelantes.  El doctor Seín indicó que tenía 36 años de experiencia 

en fisiatría y que había fungido como perito tanto en tribunales 

estatales como federales; el galeno continúa ejerciendo la 

profesión.35   

El doctor Seín indicó que examinó en dos ocasiones al señor 

Burgos y rindió sendas evaluaciones en 2010 y 2013.36 En la 

evaluación inicial, el apelante comunicó al experto sus afecciones en 

el cuello, espalda baja y el hombro derecho.37 A pesar de visitar 

distintos especialistas para tratar de mitigar sus dolencias, el 

                                                 
32 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 93-94. 
33 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 94-95. 
34 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 99. 
35 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 8, 13. 
36 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 14. 
37 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 15. 
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cuadro clínico se agravó, hasta que el Seguro Social le concedió la 

incapacidad.38  

El perito evaluó los expedientes médicos y resultados de las 

pruebas a las que el señor Burgos se había sometido.39 Entre estos 

récords médicos, el doctor Seín constató la relación causal entre el 

accidente y las lesiones que aquejan al apelante que consignaron 

otros galenos; a saber: los expedientes del doctor Piñeyro, de la 

doctora Salgado, del doctor Lebrón y del doctor Santori.40  

En su Informe pericial de 13 de noviembre de 2013, el doctor 

Seín explicó los hallazgos de la condición física del señor Burgos: 

“Bueno, en el, en este informe encontramos, adicional a un 

problema de una herniación de discos en el área lumbar, 

encontramos que hay certificación o hallazgo de una radiculopatía 

derecha en el área lumbar de la raíz nerviosa, en L5 y en S1. Hay 

también una radiculopatía cervical del lado derecho a nivel de C6; y 

hay unas… cambios degenerativos del disco en C5-C6; C6-C7”.41 

Imputó la radiculopatía cervical a los efectos de unos cambios 

degenerativos en los discos, que han ocurrido a lo largo del tiempo 

después del accidente. Explicó que años después de las colisiones, 

la persona perjudicada puede sufrir unos cambios degenerativos 

que varían su sintomatología, que se pueden relacionar con el 

accidente. “[E]stos cambios degenerativos en el disco están 

relacionados al efecto comprensivo que posiblemente tuvo esta 

persona en el accidente tan violento que sufrió de automóvil”.42 

Asimismo, luego de aplicar la sexta edición de las Guías para la 

Evaluación de Impedimento Permanente, concluyó que “[e]l 

impedimento final es una combinación del 11% de la parte lumbar, 

                                                 
38 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 16. 
39 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 18-19. 
40 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 20-25. 
41 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 26. 
42 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 27-28. 
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combinado con un 5% de la parte cervical por la radiculopatía, para 

un final de 15%”.43  

Acerca de los bloqueos realizados al apelante por el doctor 

Ibarra, el doctor Seín explicó que éstos son procedimientos 

invasivos, que consisten en inyectar anestésicos y antiinflamatorios 

a la raíz de los nervios afectados. La mejoría que puede sentir el 

paciente es momentánea.44 En cuanto a la evaluación del doctor 

Stella, el galeno consignó en el expediente que el señor Burgos, en 

ese entonces de 48 años, padece de dolor de espalda y que está 

desempleado desde mayo del 2010. A preguntas de la 

representación legal de los apelantes, el doctor Seín asintió al 

cuestionársele si, después de haber hecho las evaluaciones al señor 

Burgos, entendía que el impedimento que tiene es suficiente como 

para haber tenido que dejar de trabajar.45  

En el turno de contrainterrogatorio y en referencia al Informe 

de 2010, el doctor Seín aclaró a los apelados que el “disc 

displacement” y “disc bulges” surge del MRI del 4 de junio de 2009.46 

“En el MRI de 2009 aparece que hay unos cambios en las facetas 

tempranos; cambios degenerativos”.47 De igual forma, el doctor 

Lebrón diagnosticó un disco herniado para el 10 de mayo de 2010.48 

Luego, afirmó que una herniación discal central podía producir una 

radiculopatía. En el caso del señor Burgos la comprensión del saco 

                                                 
43 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 29. 
44 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 31. 
45 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 34-35. 
46 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 39. El doctor 

Seín aclaró que los términos herniación (“herniation”) y protusión (“protrusion”) 

son lo mismo; mientras que “bulging” es abultamiento. El pertito explicó que los 

radiólogos pueden intercambiar las impresiones diagnósticas, por ser un aspecto 

subjetivo. Estas observaciones son de desplazamientos del disco. Se utilizan de 

acuerdo a la distancia en que el disco se desplaza fuera del área de la vértebra: el 
“bulging” son tres milímetros; si es mayor, entonces, es “protrusión” o 

“herniation”. Un estado más avanzado es “extrusión”. Transcripción de la Prueba 

Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 84-86, 97-99. De otro lado, el doctor Martínez 

discrepa del doctor Seín al considerar que los términos herniación y protrusión no 

son lo mismo. Indicó que una protrusión es un disco abultado; mientras que la 

herniación es una proyección del cartílago del disco, a través de un defecto en la 

cápsula. Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 29-30, 32-

33.  
47 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 53. 
48 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 42-43. 
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era significativa.49 En cuanto a los hallazgos del doctor Santori, el 

perito indicó que, si bien el señor Burgos no tenía un déficit 

neurológico, sí podía haber un “compromiso neurológico”.50 

También indicó que el examen del cuello y el de las extremidades 

superiores resultaron normales para el 2010; y que, en ese 

momento, tampoco encontró evidencia sobre radiculopatía cervical. 

Las extremidades inferiores, por el contrario, reflejaron problemas 

de reflejos aumentados a nivel de la rodilla, del patelar y del 

aquiliano no.51 

En la relación de preguntas sobre el Informe de 2013, el doctor 

Seín explicó que no existía mucha diferencia entre un cambio 

degenerativo traumático versus uno normal; pero que, si de los 

hechos se desprendía la existencia de un trauma, entonces, podía 

concluirse que la degeneración se debe a un cambio traumático. Si 

de los hechos surge una actividad laboral extrema, como cargar 

peso, se entiende que la degeneración se debe a la actividad laboral. 

En ausencia de las anteriores, el cambio degenerativo se imputa a 

causas normales. De acuerdo al doctor Seín, usualmente, ello ocurre 

después de los cincuenta, cincuenta y cinco años.52  

En cuanto al apelante, el perito acotó que, conforme el MRI de 

espina cervical realizado el 27 de enero de 2012, la radiculopatía 

surge de la lesión en la C6.53 De otro lado, el doctor Ibarra 

diagnosticó un síndrome radicular de las extremidades inferiores y 

dolor en la espalda baja. Éste no realizó un bloqueo de faceta.54  

De igual forma, el doctor Seín reiteró que, dentro de una 

razonabilidad médica, los cambios degenerativos del área cervical 

del señor Burgos son producto del accidente de 2009. “El auto 

                                                 
49 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 54. 
50 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 41. 
51 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 45-49. 
52 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 72-74. 
53 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 75-77. 
54 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 78-81. 
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estaba parado y recibió un golpetazo por la parte de atrás. […] Y ese 

impacto es lo suficientemente grande para crear un problema de 

compresión a nivel discal”.55 En un turno posterior de preguntas, el 

perito agregó que en el área cervical del apelante se evidencia una 

“radiculopatía cervical en el lado derecho, debido a los cambios 

progresivos degenerativos de los discos, por compresión de las raíces 

espinales nerviosas, según salen del canal espinal”. Indicó que es 

común que los traumas “de colisiones de autos, por las fuerzas 

compresivas que se generan, aceleran los cambios degenerativos 

que usualmente se encuentran años posteriores; y no se encuentran 

en [las] evaluaciones médicas iniciales. Estos cambios pueden 

causar compresión progresiva en el cordón espinal o en las raíces 

nerviosas. Por lo cual se desarrollan problemas de dolor en el cuello 

con evidencias radiculares, como en este caso, dentro de una 

probabilidad grande médica”.56 Finalizó su intervención afirmando 

que el daño progresivo en los discos del señor Burgos son efecto del 

accidente.57  

El 8 de junio de 2017 testificó el perito económico de los 

apelantes, el doctor Jorge Freyre Serra, quien es economista y 

catedrático universitario. El profesor Freyre ha comparecido a salas 

de tribunales estatales y federales.58 El perito preparó una 

Evaluación Cuantitativa de los Daños por Concepto de Lucro 

Cesante.59  Para su confección procuró tener el historial de empleo 

y salarios del señor Burgos antes del accidente. Luego, apuntó que 

el apelante tuvo un breve retorno a su trabajo, pero luego se retiró 

de la vida laboral debido a una incapacidad permanente. Explicó 

que, por lo general, la expectativa de vida útil se extiende hasta la 

                                                 
55 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 87-88. 
56 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 96. 
57 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, pág. 97. 
58 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, págs. 21-22. 
59 Apéndice XIX del recurso. 
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edad normal de retiro del Seguro Social.60 En el caso del señor 

Burgos, su expectativa de vida útil es a los 67 años; esto es al 27 de 

octubre de 2030.61 En su análisis, el profesor Freyre tomó como 

salario base el último salario antes del accidente, correspondiente al 

2008, de $28,148.00. Esa proyección de ingresos surgió de los 

comprobantes del patrono, el Restaurante Metropol.62 El perito 

explicó que no aumentó el salario base en el transcurso de los años, 

pero añadió la aportación al Programa de Seguro Social por parte 

del patrono (7.65%), que el empleado también aporta en igual suma, 

para una contribución de 15.30%. El total de ingresos sumó 

$631,961.00.63 Estas cantidades se ajustaron con la probabilidad 

de sobrevivencia, por lo que el ingreso se redujo a $599,223.00.64 

Luego, se calculó un nuevo ajuste con la probabilidad de empleo. 

Sin embargo, en el caso del señor Burgos, quien durante un largo 

periodo ha permanecido empleado con el mismo patrono, se 

determinó una probabilidad de empleo igual a 1. Así, la cuantía se 

mantuvo inalterada. Luego, se calculó el valor presente de los 

ingresos, a base de una tasa de interés de 6%, según lo establecido 

por el Tribunal Supremo.65 “La norma es utilizar un factor de 6% y 

entonces la cifra del factor presente va a disminuyendo 

progresivamente […] O sea, que se va reduciendo a medida que nos 

alejamos del futuro”.66 Finalmente, se suman las cifras históricas y 

se llega al dato del lucro cesante, que el profesor Freyre calculó en 

$456,650.00.67 En el turno de contrainterrogatorio, el perito afirmó 

que para su análisis consideró que el señor Burgos estaba 

                                                 
60 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, pág. 25. 
61 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, págs. 27-28. 
62 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, pág. 30. 
63 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, págs. 32-26. 
64 Las cifras de probabilidad de sobrevivencia surgen de las tablas abreviadas que 

prepara el Programa de Demografía de la Escuela de Salud Pública de la 
Universidad de Puerto Rico. Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 

2017, págs. 85-86. 
65 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, págs. 36-40. 
66 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, pág. 42. 
67 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, pág. 43. 
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incapacitado de manera total y permanente; y que no contempló una 

incapacidad parcial.68 

Por parte de los apelados, el 23 de febrero de 2018, testificó el 

perito económico, el catedrático y licenciado en derecho, Jaime Del 

Valle Caballero.69 El perito tenía la encomienda de evaluar el Informe 

del perito Freyre, con el fin de opinar sobre la razonabilidad de la 

metodología utilizada, por lo que rindió su propio Informe, el cual 

fue objeto de correcciones por parte del profesor Freyre.70 Entonces, 

el perito Del Valle actualizó su Informe.71 Acotó que el escrito pericial 

del profesor Freyre omitió mencionar la metodología seguida. 

Aunque pudo identificar el método de Sobrevivencia, Participación y 

Empleo (LPE por sus siglas en inglés),  indicó que el profesor Freyre 

sólo consideró el de sobrevivencia. El perito Del Valle, por el 

contrario, opinó que el futuro laboral del señor Burgos podía ser 

afectado por las probabilidades de otros eventos.72 Es decir, en su 

criterio, no se podía adjudicar sin más la probabilidad de empleo y 

de participación laboral.73 Además, criticó que no se utilizara el 

promedio de datos históricos de pasados ingresos y se fijara el 

ingreso en una cifra invariable de $28,148.00. El ingreso base del 

perito Del Valle es de $26,739.00, ya que observó fluctuaciones en 

los ingresos durante los años anteriores al accidente.74 Asimismo, 

observó que el perito de los apelantes incorporó como parte de los 

ingresos del señor Burgos las aportaciones patronales al Seguro 

                                                 
68 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, págs. 67, 69. 
69 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, págs. 13-14. 
70 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, págs. 15-18. 
71 El Apéndice XVIII del recurso contiene el primer Informe, previo a la 

actualización que realizó el perito Del Valle. Transcripción de la Prueba Oral de 

23 de febrero de 2018, págs. 57-58. 
72 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, págs. 20-21, 41, 43-

44. 
73 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, pág. 47. 
74 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, págs. 23-29, 79, 86, 

89. 
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Social. Indicó que esa partida nunca forma parte del ingreso de una 

persona y podría repercutir en una doble contabilidad.75  

 El perito Del Valle explicó que, partiendo de la fecha del 

accidente hasta la edad de 67 años, asumiendo una incapacidad 

total y permanente, así como las variables de probabilidad de 

sobrevivencia, participación y empleabilidad por sexo y edad, el valor 

presente acumulado por lucro cesante del señor Burgos ascendería 

a $254,497.00.76 Entre ambos Informes recalcó que las principales 

diferencias estriban en el ingreso base, la adición de la aportación 

patronal del Seguro Social y la certeza de empleabilidad futura.77  

Por último, el 1 de marzo de 2018, testificó el doctor Cándido 

Martínez Mangual, perito médico de los apelados. El perito ha 

ejercido como fisiatra durante 47 años.78 El galeno examinó varios 

documentos, expedientes médicos y la deposición del apelante, le 

tomó un historial y le practicó un examen. Evaluó un MRI de la 

columna cervical en la que apreció cambios degenerativos, que 

imputó a la edad del señor Burgos. Mencionó, además, una nota del 

12 de abril de 2012, del Programa de Asistencia a Terapias Físicas, 

que reza: “Patient refers feels without any pain”.79 Sobre el Informe 

del doctor Seín, indicó que el resultado positivo en el lado derecho 

de “spurling” y el negativo de la compresión axial son 

contradictorios.80 Acotó que el MRI realizado a dos años del 

accidente no mostraba evidencia de discos herniados.81 De igual 

modo, afirmó que el accidente no fue lo suficientemente fuerte como 

para provocar un “whiplash”, es decir, el movimiento de la cabeza 

hacia atrás y adelante, vinculado a varias lesiones.82  

                                                 
75 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, págs. 30-31, 34, 36-

38. 
76 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, págs. 48-52. 
77 Transcripción de la Prueba Oral de 23 de febrero de 2018, pág. 90. 
78 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 8. 
79 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 18-21. 
80 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 26-27. 
81 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 28. 
82 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 37-39. 
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A base de una nota del Centro Fisiátrico del 23 de septiembre 

de 2012, el doctor Martínez reconoció el diagnóstico de una 

radiculopatía de apenas tres semanas.83 Explicó, a modo general, 

que los dolores de espalda podían ser causados por mala postura, 

enfermedades autoinmunes, un virus que afecte los músculos, una 

neuropatía, etc.84  

Durante su testimonio, aludió nuevamente a una nota de 

progreso del 12 de abril de 2012, pero cuyas otras partes del 

documento eran ilegibles.85 Agregó que el diagnóstico del disco 

abultado realizado en la ACAA era un hallazgo normal. En cuanto al 

diagnóstico de esguince lumbosacra de 2009 del doctor Santori, el 

perito comentó que no se mencionó la radiculopatía; así como que 

para el 2010 no se aludía a un disco herniado.86 Al evaluar el 

diagnóstico de 2009, realizado por la doctora Salgado, el doctor 

Martínez indicó que no había daño neurológico. En dicho 

diagnóstico, la especialista anotó que el señor Burgos padecía de 

esguince lumbosacral, dolor en la espalda baja y entumecimiento en 

el cuello.87  

El perito descartó que el accidente haya causado lesiones al 

apelante, pues después del evento no surgía la presencia de discos 

herniados o cambios traumáticos. Tampoco ese día el apelante 

acudió a una Sala de Emergencia.88 El doctor Martínez reconoció, 

no obstante, que el señor Burgos haya padecido de dolores, pero lo 

atribuyó al accidente sólo en el aspecto muscular, en el cuello y 

espalda, pero no dolor radicular.89 “Ahora, sí él puede tener dolores 

esa espalda; [sic] que estén relacionados al accidente o no eso lo 

                                                 
83 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 41. 
84 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 42-43. 
85 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 44-55. La página 

aludida no fue incluida en el Apéndice.  
86 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 55, 57-58. 
87 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 58. 
88 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 58-59. 
89 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 60-61. 
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sabe él, no lo sabe nadie más. Pero sí puede tenerlos, puede tener 

dolores de espalda, pero yo no creo que sean de una magnitud que 

amerite más de un, de un 2% en la espalda y en lo que al cuello 

respecta, que sería más probable; porque el cuello se mueve en un 

accidente, no, no más de un 1%”. Admitió que en todas las pruebas 

se reflejaba repetidamente un cambio degenerativo. A su juicio, el 

generador del dolor es la faceta. También afirmó que el señor Burgos 

era diabético y comentó que dicha enfermedad puede incidir en el 

desarrollo de radiculopatía.90 A esos efectos, el perito adjudicó un 

impedimento de 2% por el área lumbar y un 1% por la cervical, para 

un total de 3%.91  

Al ser contrainterrogado sobre la nota de progreso de 2012, 

aceptó que a la mitad se podría entender que dice que el paciente 

refiere “lower back pain”. Así como que podría haber sospecha de 

radiculopatía.92 Sobre la relación entre la diabetes y la radiculopatía, 

a preguntas de la representación legal del apelante, el perito 

reconoció que el señor Burgos le dijo que su madre era quien había 

tenido diabetes y no el apelante. El señor Burgos sólo presentaba 

una prediabetes, un término de uso común, pero que no representa 

un diagnóstico ni se necesitan medicamentos, como en el caso de la 

diabetes.93 Se trajo a colación que para el 2011, la doctora Salgado 

ya había hecho una referencia a la radiculopatía del apelante.94 En 

referencia a los tratamientos impartidos en las clínicas para el dolor, 

el doctor Martínez expresó que ha visto casos en que las personas 

acuden a estos centros, aunque no padezcan dolor. Añadió que los 

pacientes que van referidos por un fisiatra, un ortopeda o un 

neurocirujano, se refieren porque “cuando no hay nada efectivo que 

                                                 
90 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 62. 
91 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 63-64, 70. 
92 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 72-73. 
93 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 75, 78. 
94 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 80-81. 
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ofrecerle, específicamente si un paciente va a un neurocirujano 

quejándose de dolor y no, no le encuentra nada dice: ‘Vete a una 

clínica de dolor’ y salió del paciente ya”.95  

Al tiempo de su testimonio, habían transcurridos cinco o seis 

años desde que el doctor Martínez realizó sus últimos estudios de 

electromiografía. Al cuestionársele sobre su criterio, en disonancia 

con la de una docena de doctores, expresó que éstos no estaban 

diagnosticando una radiculopatía antigua. Indicó también que un 

accidente como el del señor Burgos no puede producir degeneración 

en el sistema esqueletal ni ese tipo de dolencia.96 Ante un impacto 

por la parte posterior, en que el conductor tiene el pie en el freno, el 

perito aseguró que si el vehículo no se mueve, sólo éste recibe el 

daño, no el ocupante. Esto, aun cuando el auto impactado sea 

declarado pérdida total. En fin, el experto reiteró que los cambios 

degenerativos presentados por el señor Burgos no están 

relacionados con el accidente.97 Admitió que al apelante le 

diagnosticaron una radiculopatía cervical y lumbar, pero que la 

misma no estaba relacionada con un disco herniado, no por el 

accidente, porque el carro no se movió y absorbió el impacto, 

sirviendo de armadura al conductor.98 En relación a la 

determinación de incapacidad por el Seguro Social, los diagnósticos 

consignados y la pobre prognosis consignada en el Exhibit 16, el 

perito Martínez indicó que el señor Burgos no podía trabajar como 

mesero, de acuerdo al caso presentado ante la entidad federal, la 

cual únicamente tomó en consideración la recomendación del doctor 

Stella.99  

                                                 
95 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 83-84. 
96 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 86-87. 
97 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 90-91. 
98 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 93-94. 
99 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 95-98. 
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 Justipreciados los testimonios de todas las partes, el 9 de 

octubre de 2018, notificada el día 19 siguiente, el TPI emitió el 

dictamen apelado,100 en el cual solamente formuló las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. Los demandantes Manuel Burgos Hidalgo y Mayra 
Lora Ruiz están casados entre sí y residen en 

Carolina, Puerto Rico. 
 

2. El día 11 de mayo de 2009, el demandante estuvo 
involucrado en un accidente de tránsito mientras 
se encontraba detenido en su carril esperando el 

cambio del semáforo. 
 

3. Fue impactado en la parte posterior de su vehículo 
BMW 540 por el vehículo marca BMW, modelo X-
5, año 2005, conducido por el Sr. Ernesto L. 

Cabrera, propiedad de Ernesto L. Cabrera e hijos 
y/o el Borincano Feed Mills y financiado por First 
Leasing. Esta unidad estaba asegurada por 

Universal Insurance Company. 
 

4. Ese día del accidente la parte demandante no 
acudió a recibir ningún tipo de asistencia médica. 

 

5. Al momento del accidente, el señor Burgos 
trabajaba como Mesero en el Restaurante El 
Metropol en Isla Verde. Al 2009 devengaba un 

ingreso de $28,148.80, entre salario y propinas. 
 

6. El señor Burgos trabajó en el Metropol por más de 
20 años.  Posterior al accidente, regresó a trabajar 
de manera parcial por casi un año, pero sus 

molestias y dolencias físicas, le impidieron 
continuar. 

 
7. El demandante recibe los beneficios del Seguro 

Social federal por incapacidad desde el año 2012. 

 
8. Universal Insurance Company emitió la póliza 09-

CAP518-000233964-1 a favor de First Leasing, 

Ernesto L. Juan Cabrera y/o Borincano Feed Mills, 
la que estaba en vigor a la fecha de los hechos, que 

conjunto a sus cláusulas, endosos, exclusiones y 
condiciones tiene un límite de $1,000,000.00. 

 

A base de los enunciados fácticos anteriores y de acoger las 

conclusiones periciales de los apelados, el Tribunal concedió una 

suma de $35,000.00 por los daños físicos y $10,000.00 por las 

angustias mentales del señor Burgos, como consecuencia del 

accidente sufrido el 11 de mayo de 2009. En cuanto a la señora Lora, 

                                                 
100 Apéndice I del recurso. 
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el TPI le otorgó una cuantía de $5,000.00 como compensación por 

sus angustias. Finalmente, con relación a la reclamación de lucro 

cesante, el Tribunal expresó que el señor Burgos no produjo prueba 

independiente de incapacidad permanente para trabajar y adjudicó 

que la incapacidad del señor Burgos era temporera. Sin embargo, 

reconoció que la sociedad legal de gananciales, en efecto, sufrió una 

pérdida económica a raíz del accidente automovilístico. A esos 

efectos, concedió la cantidad de $169,277.00 por concepto de lucro 

cesante. 

 Inconforme con la determinación del Tribunal, los apelantes 

solicitaron, sin éxito, una reconsideración.101  El 18 de diciembre de 

2018, el Tribunal notificó su Orden denegaroria.102 Todavía 

insatisfechos, el 17 de enero de 2019, el señor Burgos y la señora 

Lora acudieron ante este foro revisor mediante el recurso de 

apelación de autos, en el cual le imputaron al TPI la comisión de los 

siguientes errores: 

Erró el TPI al Omitir en Su Análisis de la Prueba la 

Totalidad de la Prueba Documental Admitida en 
Evidencia. 
 

Erró el TPI al realizar una determinación 
únicamente de lucro cesante pretérito a pesar que 

[sic] todos los peritos coinciden en la continuación 
futura del daño e incluso [sic] una determinación en 
cuantía menor a la establecida por el propio perito 

de la parte demandada lo que demuestra pasión, 
perjuicio [sic] y parcialidad. 

 
Erró el TPI sobre las cuantías otorgadas en daños en 
su sentencia así como en los casos que utilizó para 

otorgar la cuantía de daños al demandante-apelante 
ya que los casos utilizados por el TPI no adecuados 
[sic] para auscultar similitudes con los daños 

sufridos por el demandante. 
 

                                                 
101 Apéndice II del recurso. 
102 Apéndice III del recurso. 
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El 7 de marzo de 2019, los apelados presentaron su 

postura.103 Con el beneficio de su comparecencia, los Autos 

Originales y la Transcripción de la Prueba Oral, podemos resolver.  

II. 

A. Admisibilidad de la Evidencia 

En nuestro ordenamiento jurídico sobre derecho probatorio, 

el concepto de pertinencia es esencial. La Regla 401 de Evidencia, 

32 LPRA Ap. VI, R. 401, establece que la evidencia pertinente “es 

aquélla que tiende a hacer la existencia de un hecho, que tiene 

consecuencias para la adjudicación de la acción, más probable o 

menos probable de lo que sería sin tal evidencia”. Así, la “evidencia 

pertinente es admisible excepto cuando se disponga lo contrario por 

imperativo constitucional, por disposición de ley o por estas Reglas”. 

32 LPRA Ap. VI, R. 402. 

Por su parte, las Reglas 901 a la 903 de Evidencia, 32 LPRA 

Ap. VI, R. 901 a 903, regulan el proceso de autenticación de la 

prueba. Previo a la admisión de evidencia es requisito su 

autenticación o identificación. Regla 901 de Evidencia, supra.  La 

autenticación de una evidencia “es sencillamente, establecer que la 

evidencia es lo que el proponente alega que es”.  E. L. Chiesa Aponte, 

Reglas de Evidencia Comentadas, Ed. Situm, 2016, pág. 345. La 

Regla 902 (K) de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 902 (K), establece 

que no se requerirá evidencia extrínseca de autenticación como 

condición previa a la admisibilidad de “[r]écords certificados de 

actividades que se realizan con regularidad”, si el documento, ya sea 

original o duplicado, sería admisible conforme a la Regla 805 (F) del 

mismo cuerpo normativo y se acompaña con una declaración jurada 

de la persona a cargo de su custodia o de alguna otra persona 

                                                 
103 Previo a la presentación del recurso de epígrafe, el 15 de enero de 2019, los 

apelados habían instado una apelación, KLAN201900059, ante otro Panel 

Hermano. Los casos no fueron consolidados. 
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cualificada que certifique que dicho récord: (1) se preparó en o cerca 

del momento en que ocurrieron los sucesos o las actividades 

mencionadas por una persona que tiene conocimiento de dichos 

asuntos, o mediante información transmitida por ésta; (2) se llevó a 

cabo en el curso de la actividad realizada con regularidad; y  (3) se 

preparó como una práctica regular de dicha actividad.  

La Regla 902 añade que, con suficiente antelación a su 

presentación, la parte que ofrece la pieza de evidencia tiene que 

notificar su intención a la parte contraria y tener disponible la 

declaración jurada para su inspección, a fin de brindar a la parte 

contraria una oportunidad justa para refutarlos. Regla 902 (K), 

supra. 

De otro lado, la Regla 801 (C) de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, 

R. 801 (C), define la prueba de referencia como “una declaración que 

no sea la que la persona declarante hace en el juicio o vista, que se 

ofrece en evidencia para probar la verdad de lo aseverado”. El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que la prueba de 

referencia es toda declaración que sea una aseveración oral o escrita 

que no hace el declarante al testificar en el juicio, y que se ofrece en 

evidencia para probar la verdad de lo aseverado. Toledo Maldonado 

v. Cartagena Ortiz, 132 DPR 249 (1992). Como es sabido, la prueba 

de referencia es inadmisible. 32 LPRA Ap. VI, R. 804. El fundamento 

para la exclusión de este tipo de prueba es que la parte que se ve 

afectada por la declaración no tiene la oportunidad de confrontarse 

con el declarante. E. L. Chiesa, Tratado de Derecho Probatorio, Tomo 

II, Publicaciones JTS, 2000, pág. 616. Es decir, el derecho a la 

confrontación es la base de la exclusión. 

No obstante lo anterior, las Reglas de Evidencia disponen de 

un catálogo no taxativo de instancias en las cuales determinada 

prueba de referencia es admisible. En lo pertinente, la Regla 805 (F) 
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de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 805(F), establece lo 

siguiente:             

Aun cuando la persona declarante esté disponible como 
testigo, una declaración no estará sujeta a la regla 
general de exclusión de prueba de referencia en las 

siguientes circunstancias: 
 
[…]      

 
(F) Récord de actividades que se realizan con 

regularidad: Un escrito, informe, récord, memorando o 
compilación de datos- en cualquier forma- relativo a 
actos, sucesos, condiciones, opiniones o diagnósticos 

que se hayan preparado en o cerca del momento en que 
éstos surgieron, por una persona que tiene 

conocimiento de dichos asuntos, o mediante 
información transmitida por ésta, si dichos récords se 
efectuaron en el curso de una actividad de negocios 

realizada con regularidad, y si la preparación de dicho 
escrito, informe, récord, memorando o compilación de 
datos se hizo en el curso regular de dicha actividad de 

negocio, según lo demuestre el testimonio de su 
custodio o de alguna otra persona testigo cualificada, o 

según se demuestre mediante una certificación que 
cumpla con las disposiciones de la Regla 902(K) de este 
apéndice o con algún estatuto que permita dicha 

certificación, a menos que la fuente de información, el 
método o las circunstancias de su preparación inspiren 
falta de confiabilidad. El término “negocio”, según se 

utiliza en este inciso, incluye, además de negocio 
propiamente, una actividad gubernamental y todo tipo 

de institución, asociación, profesión, ocupación y 
vocación, con o sin fines de lucro.   

  

Esta excepción a la exclusión de prueba de referencia se 

fundamente en “razones de necesidad, confiabilidad, experiencia y 

en el carácter rutinario del documento”. Nereida Muñiz Noriega v. 

Bonet, 177 DPR 967 (2010). En concordancia con ello, nuestro 

Tribunal Supremo ha señalado los elementos que propenden a la 

confiabilidad del récord a ser admitido bajo la citada norma: (1) si 

fuera del contexto litigioso en el que se ofrece, la información 

recopilada es importante para el negocio; (2) si el récord contiene 

información fáctica y no conclusiones; (3) si la información está 

corroborada por evidencia independiente; (4) si las personas que 

realizan el asiento y transmiten la información son independientes 

de las partes del pleito; (5) si el registro se prepara por una persona 

con experiencia; (6) si se verificó la exactitud del mismo. H.R. 
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Stationery, Inc. v. E.L.A., 119 DPR 129 (1987). Por tanto, de cumplir 

con los criterios antes esbozados, el contenido de un récord de 

negocio presentado en evidencia debe ser admitido, sin perjuicio de 

la objeción oportuna, específica y correcta de la parte contraria, 

conforme con la Regla 104 (A) de Evidencia. 32 LPRA Ap. VI, R. 104 

(A). 

B. La Apreciación de la Prueba 

En ausencia de circunstancias extraordinarias, o indicios de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, la apreciación de la 

prueba realizada por el Tribunal de Primera Instancia merece 

deferencia y respeto por parte del Tribunal de Apelaciones. Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013); Argüello v. Argüello, 

155 DPR 62 (2001); Trinidad v. Chade, 153 DPR 280 (2001).  Este 

Tribunal deberá prestar la debida deferencia a la apreciación de los 

hechos y la prueba efectuada por el juzgador de instancia, por ser el 

foro más idóneo para llevar a cabo esa función. McConnell v. Palau, 

161 DPR 734 (2004).  No debemos descartar esa apreciación, incluso 

cuando según nuestro criterio hubiéramos emitido un juicio distinto 

con la misma prueba. Argüello v. Argüello, supra; Trinidad v. Chade, 

supra. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que la 

adjudicación de credibilidad de un testimonio vertido ante el 

tribunal de instancia “es merecedora de gran deferencia por parte 

del tribunal apelativo por cuanto es ese juzgador quien está en mejor 

posición para aquilatar la prueba testifical desfilada ya que él fue 

quien oyó y vio declarar a los testigos”. Pueblo v. Bonilla Romero, 

120 DPR 92 (1987).  Es decir, sólo el juez de primera instancia tiene 

la oportunidad de ver al testigo declarar, escuchar su testimonio vivo 

y evaluar su demeanor. Sepúlveda v. Depto. de Salud, 145 DPR 560 

(1998); Ramos Acosta v. Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357 

(1982).  Además, la Regla 110 de Evidencia dispone que un testigo 
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que merezca entero crédito al Tribunal de Primera Instancia es 

prueba suficiente de cualquier hecho. 32 LPRA Ap. VI, R. 110. 

Véase, además, Trinidad v. Chade, supra; Pueblo v. Rodríguez 

Román, 128 DPR 121, 128 (1991). Por lo anterior, el Tribunal 

Supremo ha resuelto que el Tribunal de Apelaciones no está 

facultado para sustituir las apreciaciones de prueba y credibilidad 

de los testigos que realice el Tribunal de Primera Instancia por los 

propios. Rolón García y otros v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 

420, 433 (1999).   

Sin embargo, cuando del examen de la prueba se desprende 

que el juzgador descartó injustificadamente elementos probatorios 

importantes o fundó su criterio en testimonios improbables o 

imposibles, se ha justificado la intervención del tribunal apelativo 

con la apreciación de la prueba realizada por el tribunal 

sentenciador. C. Brewer P.R., Inc. v. Rodríguez, 100 DPR 826, 830 

(1972); Pueblo v. Luciano Arroyo, 83 DPR 573 (1961).  Es decir, el 

Tribunal de Apelaciones podrá intervenir cuando esa apreciación se 

distancia “de la realidad fáctica o ésta [es] inherentemente imposible 

o increíble”. Pueblo v. Soto González, 149 DPR 30, 37 (1999). “El 

arbitrio del juzgador de hechos es respetable, mas no absoluto”. 

Rivera Pérez v. Cruz Corchado, 119 DPR 8 (1987).  Por eso, una 

apreciación errónea de la prueba no tiene credenciales de 

inmunidad frente a la función revisora de un tribunal apelativo. 

Id.  No obstante, un tribunal apelativo no puede dejar sin efecto una 

sentencia cuyas conclusiones encuentran apoyo en la prueba 

desfilada. Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 DPR 172, 181 

(1985). 

Ahora bien, en lo pertinente a la presentación del testimonio 

pericial, la Regla 702 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 702, dispone 

que “[c]uando conocimiento científico, técnico o especializado sea de 

ayuda para la juzgadora o el juzgador poder entender la prueba o 
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determinar un hecho en controversia, una persona testigo 

capacitada como perita —conforme a la Regla 703— podrá testificar 

en forma de opiniones o de otra manera”.104 Por tal razón, el 

Tribunal debe permitir prueba pericial cuando tiene ante sí un 

asunto cuya cabal comprensión requiere un conocimiento 

especializado. E.L. Chiesa, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y 

Estados Unidos, 1993, Vol. III, pág. 451. 

Como regla general, aplica la deferencia a la apreciación de la 

prueba realizada por el Tribunal de Primera Instancia.  No obstante, 

dicha norma de abstención y deferencia judicial no aplica en cuanto 

a la evaluación de prueba pericial y documental. En esos casos, los 

foros apelativos estamos en la misma posición que el foro recurrido. 

Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., 150 DPR 658 (2000). Claro 

está, las determinaciones que éste último haga al respecto, no deben 

ser descartadas sin base o fundamento jurídico. Albino v. Ángel 

Martínez, Inc., 171 DPR 457, 487 (2007). Aunque es al Tribunal de 

Primera Instancia al que le compete adoptar o descartar el 

testimonio pericial, debe considerar los siguientes factores: (1) las 

cualificaciones del perito; (2) la solidez de su testimonio; (3) la 

confiabilidad de la ciencia o técnica utilizada; y (4) la parcialidad del 

perito. Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., supra. 

Por otra parte, el Tribunal deberá decidir qué valor probatorio 

tiene el testimonio del perito ante sí.  Hasta el punto de que: “[…] 

ningún tribunal está obligado a seguir indefectiblemente la opinión, 

juicio, conclusión o determinación de un perito o facultativo, sobre 

todo, cuando está en conflicto con testimonios de otros peritos y que 

todo tribunal está en plena libertad de adoptar su criterio propio en 

la apreciación o evaluación de la prueba pericial y hasta descartar 

                                                 
104 A tales efectos, la Regla 703 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 703, dispone, en 

lo pertinente, que “[t]oda persona está calificada para declarar como testigo 

pericial si posee especial conocimiento, destreza, experiencia, adiestramiento o 

instrucción suficiente para calificarla como experta o perita en el asunto sobre el 

cual habrá de prestar testimonio”. 
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la misma, aunque resulte ser técnicamente correcta”. Zambrana v. 

Hospital Santo Asilo de Damas, 109 DPR 517 (1980). 

La propia Regla 702 de Evidencia, supra, se ocupa de 

establecer los criterios para adjudicar el valor probatorio de un 

testimonio pericial.  En lo pertinente a este asunto, la referida Regla 

dispone: 

El valor probatorio del testimonio dependerá, entre 
otros, de:  
 

(a) si el testimonio está basado en hechos o información 
suficiente;   

(b) si el testimonio es el producto de principios y 
métodos confiables;   
(c) si la persona testigo aplicó los principios y métodos 

de manera confiable a los hechos del caso;   
(d) si el principio subyacente al testimonio ha sido 

aceptado generalmente en la comunidad científica;   
(e) las calificaciones o credenciales de la persona testigo; 
y   

(f) la parcialidad de la persona testigo. 
 

C. La Responsabilidad Civil Extracontractual 

El Artículo 1802 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

5141, establece la obligación de reparar daños causados en los que 

medie culpa o negligencia.  En particular, dispone: 

El que por acción u omisión causa daño a otro, 

interviniendo culpa o negligencia, está obligado a 
reparar el daño causado. La imprudencia concurrente 

del perjudicado no exime de responsabilidad, pero 
conlleva la reducción de la indemnización. 

  

Para que surja la responsabilidad civil extracontractual al 

amparo de dicha disposición deben concurrir los siguientes tres 

elementos: un daño, una acción u omisión negligente o culposa y, 

la correspondiente relación causal entre ambos. Rivera v. S.L.G. 

Díaz, 165 DPR 408 (2005); Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464 

(1997); Ramírez v. E.L.A., 140 DPR 385 (1996). 

La culpa o negligencia es la falta del debido cuidado al no 

anticipar y prever las consecuencias racionales de un acto, o la 

omisión de un acto, que una persona prudente y razonable habría 

previsto en las mismas circunstancias. Rivera v. S.L.G. Díaz, supra; 
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Ramos v. Carlo, 85 DPR 353 (1962); Toro Aponte v. E.L.A., supra. El 

concepto de “culpa” del Artículo 1802, supra, es tan infinitamente 

abarcador como lo suele ser la conducta humana.  Por ello, ésta se 

debe analizar con un criterio amplio. Rivera v. S.L.G. Díaz, supra; 

Toro Aponte v. E.L.A., supra; Santini Rivera v. Serv. Air, Inc., 137 

DPR 1 (1994). 

Sobre el elemento de la causalidad, en nuestra jurisdicción 

rige la doctrina de la causalidad adecuada. Conforme a ella, se 

considera causa aquella condición que ordinariamente produciría el 

daño, según la experiencia general. Soto Cabral v. E.L.A., 138 DPR 

298 (1995). 

En cuanto al tercer requisito, el daño, el Tribunal Supremo ha 

expresado que éste constituye el menoscabo material o moral —

daños generales o especiales— que sufre una persona, ya sea en sus 

bienes vitales naturales, en su propiedad o en su patrimonio, 

causado en contravención de una norma jurídica y por el cual ha de 

responder otra persona. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 

820 (2010); Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 DPR 799 

(2009); López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 151 (2006). 

D. La Valoración de Daños 

En lo concerniente a la estimación y valoración de los daños a 

ser resarcidos por causa de acciones torticeras, repetidamente se ha 

afirmado que se trata de una gestión judicial difícil y angustiosa, 

puesto que no existe un sistema mecánico que permita llegar a un 

resultado exacto con el cual todas las partes queden satisfechas y 

complacidas. Blás Toledo v. Hospital Nuestra Sra. de la Guadalupe, 

146 DPR 267 (1998); Rodríguez Cancel v. E.L.A., 116 DPR 443 

(1985); Urrutia v. A.A.A., 103 DPR 643 (1975).  Tal valorización 

involucra cierto grado de especulación y elementos subjetivos, tales 

como la discreción y el sentido de justicia y conciencia humana del 

juzgador de los hechos. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, 
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195 DPR 476 (2016); Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, 179 

DPR 774 (2010). Sin embargo, el derecho a ser compensado no 

puede derrotarse meramente por el carácter especulativo que en 

alguna medida supone el cómputo de daños. Rivera v. Pitusa Inc., 

148 DPR 695 (1999); Odriozola v. S. Cosmetic Dist. Corp., 116 DPR 

485 (1985). Al medir los daños, el juzgador debe hacerlo a base de 

la prueba, procurando siempre que la indemnización no se convierta 

en una industria. Atiles Moreu, Admor. v. McClurg, 87 DPR 865 

(1963). 

En relación con esta difícil y angustiosa labor, se ha 

reconocido que, de ordinario, el Tribunal de Primera Instancia está 

en una mejor posición que los foros apelativos para evaluar la 

situación, puesto que son los que tienen contacto directo con la 

prueba que a esos efectos se presenta. Blás Toledo v. Hospital 

Nuestra Sra. de la Guadalupe, supra.  Ese contacto con la prueba y 

las impresiones derivadas de la apreciación visual del juzgador son 

la razón principal para que, en ausencia de un dictamen en el que 

se imponga una cuantía ridículamente baja o exageradamente alta, 

prevalezca la norma de abstención judicial fundada en criterios de 

estabilidad y de respeto a las primeras instancias judiciales. Publio 

Díaz v. E.L.A., 106 DPR 854 (1978).  En todo caso, corresponde a la 

parte que solicita la modificación de las sumas concedidas 

demostrar la existencia de circunstancias que hagan meritorio que 

se modifique esa cuantía. Canales Velázquez v. Rosario Quiles, 107 

DPR 757 (1978); Rodríguez Cancel v. E.L.A., supra. 

Las indemnizaciones concedidas en casos anteriores 

constituyen un punto de partida y referencia útil para pasar juicio 

sobre las concesiones otorgadas por el foro primario. Dichas 

compensaciones otorgadas en casos anteriores deben ajustarse a su 

valor presente. Santiago Montañez v. Fresenius Medical, supra; 
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Rodríguez, et al. v. Hospital, et al., 186 DPR 889 (2012); Herrera, 

Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra. 

E. Lucro Cesante 

En nuestro ordenamiento jurídico, el reclamo de daños 

especiales requiere que se detalle el concepto de las distintas 

partidas a ser compensadas. 32 LPRA Ap. V, R. 7.4. Un ejemplo de 

ello es el lucro cesante. Ortiz Díaz v. R & R Motors Sales Corp., 131 

DPR 829 (1992).  El lucro cesante es una pérdida para la sociedad 

de bienes gananciales, por lo que es a ésta a quien le corresponde 

reclamarlo. Id. Éste se refiere al daño que debe ser resarcido por 

concepto de la pérdida de ingresos y la disminución de la capacidad 

productiva del perjudicado, por causa del demandado. S.L.G. 

Rodríguez v. Nationwide, 156 DPR 614 (2002); Rodríguez v. Ponce 

Cement Corp., 98 DPR 201 (1969). Por tanto, se trata de una 

ganancia futura que no llega a ser obtenida. Ruiz Santiago v. E.L.A., 

116 DPR 306 (1985). 

En Velázquez v. Ponce Asphalt, 113 DPR 39 (1982), el 

Tribunal Supremo, citando al jurista Santos Briz, definió el concepto 

de lucro cesante de la siguiente forma: “El lucro cesante se trata de 

un perjuicio sufrido que consiste en una ganancia futura frustrada 

que con cierta probabilidad era de esperar según el curso normal, 

ulterior de las cosas.  El perjudicado no tiene que demostrar con 

certeza absoluta que se habrían realizado las ganancias.  Para 

distinguir entre un interés verdadero y uno inseguro o incierto, hay 

que distinguir entre la mera posibilidad y la probabilidad de una 

ganancia futura teniendo en cuenta que tal vez en algún caso sea 

indemnizable la mera posibilidad”. 

Para computar la pérdida de ingresos y de capacidad 

productiva, se utiliza la expectativa de vida útil de la persona 

perjudicada; esto es, el número de años en los que hubiera generado 

ingresos. Suro v. E.L.A., 111 DPR 456 (1981). La determinación de 



 
 

 
KLAN201900070    

 

33 

la expectativa de vida útil de la persona depende de varios factores; 

a saber: “edad, sexo, ocupación, estado de salud, origen, 

idiosincrasia, hábitos” así como otros factores intangibles. Id. Al 

calcular el lucro cesante, debe tenerse presente el hecho que la 

cuantía se obtiene “sobre unas bases y expectativas, que, aunque 

precisables, no están inmunes de cierto grado de especulación”. 

Publio Díaz v. E.L.A., 106 DPR 854 (1978). Lo verdaderamente 

esencial en este ejercicio es que la base que se use para efectuar los 

cómputos sea una “razonable en aras de una determinación 

prudente”. S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, supra.  

III. 

 En el primer error argüido por los apelantes, éstos alegan que 

el Tribunal incidió al omitir la totalidad de la prueba documental 

admitida, en referencia a los expedientes médicos del señor Burgos. 

Indican que la Sentencia hace referencia sólo a la autenticidad de 

esos récords y otra prueba documental, cuando en realidad éstos 

fueron admitidos como piezas de evidencia.  

Los apelados no refutan la admisibilidad de la prueba como 

exhibits. De hecho, aducen que el TPI sí consideró en su análisis los 

expedientes médicos señalados, ya que los mismos fueron objeto de 

estudio por los peritos del caso al confeccionar sus respectivos 

informes, pero que el TPI otorgó mayor valor probatorio a los 

expertos de los apelados.  

 El dictamen que revisamos relaciona una prueba documental, 

en la que determinadas piezas, identificadas como exhibits, son 

seguidas por una coletilla que reza “s[ó]lo su autenticidad”. Sin 

embargo, de los Autos Originales y de la Transcripción de la Prueba 

Oral se desprende que las piezas fueron debidamente autenticadas, 

certificadas y válidamente admitidas, conforme la Regla 805 de 

Evidencia, supra. Como se sabe, la citada norma probatoria 

establece como excepción a la prueba de referencia los récords de 
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actividades que son realizados con regularidad, lo cual incluye los 

informes y expedientes relacionados con actos, sucesos, 

condiciones, opiniones o diagnósticos. Es forzoso colegir que las 

piezas de evidencia documental, anunciadas a la parte contraria 

desde las primeras etapas del proceso mediante el Informe para el 

Manejo del Caso y el Informe sobre Conferencia con Antelación al 

Juicio, y ofrecidas por los apelantes en el Juicio, más allá de su 

autenticación, fueron admitidas conforme a derecho. 

Cabe aclarar que la referida prueba no se limita a los récords 

médicos, sino que también incluye la Querella. Aun cuando dicha 

pieza tiene la citada coletilla, en el turno de contrainterrogatorio del 

señor Burgos por parte de los apelados, éstos inquirieron 

ampliamente sobre el contenido de la misma.105 De igual modo 

ocurrió con varios de los expedientes médicos; a modo de ejemplo: 

el Exhibit 15;106 y el Exhibit 8.107 De hecho, en esta última 

referencia, la representación legal de los apelados expresó: “[…] el 

Doctor está siendo claro con que, primero que éstos son los récords 

que están admitidos, son parte del récord de este Tribunal y fueron 

los que el Doctor tuvo oportunidad de examinar, tanto el doctor Seín 

como el doctor Martínez para la preparación de su informe […] y el 

Tribunal puede tomar conocimiento examinando las notas que son 

parte del expediente del Tribunal […] Le habíamos hecho una 

pregunta con relación a una nota de progreso en su informe, a una 

nota de progreso en los récords admitidos en evidencia en este caso 

del 12 de mayo del 2012. Buscamos en los expedientes admitidos, 

Señoría, y está en el Exhibit 8 del Tribunal”.108  

A diferencia de la identificación de una pieza evidenciaría 

documental, la admisibilidad de la misma como exhibit permite que 

                                                 
105 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 67-73. 
106 Transcripción de la Prueba Oral de 28 de febrero de 2017, págs. 40-41. 
107 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 46-55.  
108 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 46, 49. 
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los litigantes puedan entrar en su contenido. Así lo hicieron ambas 

partes durante todo el proceso judicial, a través de sus respectivos 

peritos, quienes basaron la trilogía de informes en dicha evidencia.  

Por igual el TPI, al otorgar el valor probatorio a uno u otro 

informe pericial, debió evaluar la concordancia de las conclusiones 

de los expertos a la luz de toda la prueba ante su consideración; 

incluyendo los récords médicos. Así pues, colegimos que el Tribunal 

incidió en la exclusión del contenido de evidencia debidamente 

autenticada y admisible por excepción de la prueba de referencia, 

por su confiabilidad y pertinencia. Ciertamente, la prueba excluida 

establece las pautas de las opiniones periciales examinadas en el 

Juicio y sirven de barómetro para evaluar el valor probatorio de las 

mismas, pues aluden a las condiciones de salud del señor Burgos, 

así como los estudios y terapias de los que éste fue objeto, a raíz del 

accidente. El contenido de los expedientes médicos no podía 

excluirse, ya que constituye la base esencial para valorar los 

hallazgos de los peritos.  

A estos efectos, aun cuando el TPI concedió la reclamación a 

favor del apelante, estimamos que el error en la exclusión afectó 

adversamente la adjudicación relacionada con el lucro cesante del 

que la sociedad legal de gananciales es acreedora. Veamos. 

 En el segundo error, los apelantes impugnan la partida de 

lucro cesante adjudicada por el Tribunal. En la Sentencia apelada, 

el TPI concedió, por dicho concepto, la cantidad de $169,277.00. 

Estimó que la incapacidad del señor Burgos era temporera y que 

éste no produjo prueba independiente que determinara su grado de 

incapacidad para trabajar, en referencia a un experto vocacional. 

Sin embargo, esta afirmación no es cónsona con la 

Determinación de Hechos número 6 del dictamen. En el referido 

enunciado, el TPI consideró un hecho probado que el señor Burgos, 

luego de trabajar por más de veinte años en el Restaurant Metropol, 
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a partir del accidente, éste sólo pudo laborar en un horario parcial 

durante un año. Además, el Tribunal consignó que el señor Burgos 

se vio impedido de continuar trabajando, a causa de “sus molestias 

y dolencias físicas”. De hecho, el perito médico de los apelados 

aceptó que el señor Burgos no podía trabajar como mesero, 

conforme la declaración de incapacidad del apelante:109 

precisamente, el oficio que el apelante escogió ejercer por más de 

dos décadas y con el mismo patrono. Es decir, para el señor Burgos, 

trabajar como mesero en el Restaurante Metropol, de donde 

esperaba jubilarse, más que un mero trabajo, era parte de su 

idiosincrasia; factor intangible y no menos importante a considerar 

en el examen de la partida de lucro cesante. A partir del accidente, 

se truncó la expectativa del señor Burgos de retirarse del trabajo que 

realizó por más de dos décadas, ya que sufre dolores incapacitantes, 

no puede mantenerse de pie durante periodos prolongados ni cargar 

las pesadas bandejas de comidas de los comensales.110  

Seguido, el TPI acogió en la Determinación de Hechos número 

7 el hecho irrefutable que, desde 2012, el señor Burgos recibe los 

beneficios por incapacidad de la Administración de Seguro Social. Si 

bien el Tribunal no podía descansar en la determinación del 

organismo administrativo federal para concluir que el señor Burgos 

está en efecto incapacitado, porque dicha adjudicación no es 

concluyente en el foro judicial, el expediente ante la consideración 

del TPI cuenta con prueba autónoma que sostiene la incapacidad 

del señor Burgos para volver a trabajar. Prueba sobre la que ya 

determinamos fue erróneamente excluida. Y es que la exigencia del 

Tribunal para que la causa de acción por lucro cesante de los 

apelantes sólo se pudiera demostrar mediante la prueba pericial 

presentada por un experto vocacional no es afín con los 

                                                 
109 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 95. 
110 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, págs. 32-35, 42. 
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pronunciamientos del Tribunal Supremo. Nuestro Alto Foro sí ha 

expresado la necesidad de presentar evidencia independiente de 

incapacidad permanente para trabajar, pero no ha pormenorizado 

el tipo de perito a través del cual se deba presentar dicha prueba. 

Además, el doctor Martínez, perito de los apelados, aseguró que las 

Guías para la Evaluación de Impedimento Permanente por las cuales 

se rigieron los Informes sometidos no determinan incapacidad, sino 

el impedimento de los sujetos objetos de estudio.111  

En el Exhibit 16, correspondiente a la Carta de la 

Administración del Seguro Social suscrita por el doctor Stella, no 

sólo se establecen las siguientes condiciones médicas: miositis 

cervical, dorsal y lumbo sacral, dolores de cabeza por contracción 

muscular, radiculopatía (C5, C6, C7) y en la espalda la presencia de 

lesiones (L-5, L-6) y protuberancias (L3-L4, L4-L5);112 sino que se 

indica la pobre prognosis (“Prognosis: Poor”)113 de la condición física 

del apelante. Adviértase, que previo al accidente en cuestión, el 

señor Burgos, quien sólo contaba con 45 años de edad, no padecía 

enfermedades sistemáticas ni lesiones o traumas.114 

Ahora bien, el expediente de autos no cuenta solamente con 

la información médica, sobre la cual la Administración del Seguro 

Social sustentó su decisión para conceder sus beneficios por 

incapacidad al señor Burgos. Somos de la opinión que los Informes 

periciales del doctor Seín, del 5 de abril de 2010 y 12 de noviembre 

de 2013, amén de la docena de expedientes médicos válidamente 

admitidos en evidencia y en los que ambos peritos basaron sus 

                                                 
111 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 70. El perito 

distinguió los términos impedimento e incapacidad. Al respecto, expresó: “[U]na 

misma lesión puede causar impedimentos a un individuo, e incapacidad, teniendo 

en cuenta su, su profesión, ¿ve? Pero incapacidad es un término relativo a lo que 

uno hace. Por ejemplo, un violinista que usa la mano izquierda para manejar el 

arco, si pierde estos cuatro dedos está incapacitado como violinista, pero un juez 
que pierda esos cuatro dedos tiene un impedimento, pero no tiene incapacidad 

porque puede seguir desempeñándose como juez”. Transcripción de la Prueba 

Oral de 1 de marzo de 2018, pág. 66. 
112 Véase, Apéndice IV (F). 
113 Id. 
114 Véase, Apéndice XVI del recurso, Informe de 12 de noviembre de 2013. 
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conclusiones, constituyen la prueba independiente necesaria, que 

establece la incapacidad para trabajar del apelante.  

En cuanto al Informe del doctor Martínez, nos inclinamos a 

descartarlo. Recuérdese que, ante la prueba pericial, los foros 

revisores se encuentran en similar postura al TPI. Durante el 

testimonio del doctor Martínez, el perito de los apelados reconoció 

que adjudicó un porcentaje inferior de impedimento al señor Burgos, 

de 2% a 3%. Esto, luego de considerar el Pain Disabulity 

Questionnaire”.115 Además, en disonancia con la vasta prueba 

médica y luego de reconocer la buena salud de la que gozaba el señor 

Burgos, afirmó ligeramente que las afecciones del apelante, como la 

radiculopatía diagnosticada, por ejemplo, no estaban relacionadas 

con el accidente ni que un evento como éste puede producir otras 

consecuencias físicas.116 De los expedientes médicos, sólo consideró 

aquellos aspectos puntuales que se ajustaban a sus conclusiones, 

sin realizar un análisis integral de la vasta prueba documental. 

Resta también al valor probatorio de este experto el hecho que, sin 

haber sido cualificado como perito de escenas de accidentes, elaboró 

la teoría, con el fin de minimizar los daños del apelante, de que el 

impacto posterior de un vehículo en movimiento sobre otro detenido 

repercute en menos daños al ocupante. Ello, bajo el supuesto de que 

el vehículo del señor Burgos no se movió en lo absoluto luego del 

impacto.117 Por igual, sin ser cualificado como perito para ello, la 

declaración de pérdida total del vehículo accidentado del apelante la 

redujo a una cuestión de dólares y centavos del seguro, obviando las 

severas repercusiones del siniestro sobre la salud del señor Burgos, 

sustentadas por la vasta prueba documental.118 Sugirió imputar la 

                                                 
115 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 63-64, 70. 
116 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 74-75, 85-87, 

93-94. 
117 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 90-91, 94; 

Apéndice XVII. 
118 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 87-88. 
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radiculopatía a una diabetes que el señor Burgos no padecía. En fin, 

expresiones acomodaticias en demasía.  

Por último, es un hecho que el doctor Martínez no contravino 

la concesión de incapacidad del apelante por el Seguro Social; hecho 

que recogió el TPI en sus determinaciones fácticas. Al contrario, 

reafirmó los méritos de la incapacidad adjudicada. Explicó que tenía 

experiencia haciendo valoraciones para el ente federal y que de un 

25% a un 30% de los casos que iban a vistas, sólo a la mitad se le 

concedía el beneficio.119  

El doctor Seín, por su parte, evaluó en dos ocasiones al señor 

Burgos y explicó coherentemente que la radiculopatía cervical, sobre 

todo la de la raíz nerviosa C6, presentada por el señor Burgos tiempo 

después del accidente, se debió probable y razonablemente al 

mismo, toda vez que los cambios progresivos y degenerativos del 

área cervical en el lado derecho, debido a la compresión de las raíces 

espinales nerviosas, coinciden con el tiempo que siguió a la colisión. 

El perito explicó que es usual que los traumas, producto de 

colisiones vehiculares, aceleren los cambios degenerativos que 

suelen manifestarse en años posteriores. Así, en este caso, puede 

colegirse que la degeneración del apelante se debió al trauma del 

accidente y no a la edad, ya que, al momento del evento y la 

examinación del perito, el señor Burgos no había cumplido ni 50 

años. Ello es cónsono con el historial médico del apelante, quien 

previo al accidente gozaba de buena salud, pero una vez se 

accidentó, ni los bloqueos realizados, ni las terapias administradas 

ni la medicación recetada para el dolor y la inflamación resultaron 

en los alivios necesarios para que pudiera retomar su vida laboral y 

familiar. 

                                                 
119 Transcripción de la Prueba Oral de 1 de marzo de 2018, págs. 67-68. 
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El doctor Seín vinculó directamente el accidente con los 

cambios degenerativos en el área cervical del señor Burgos. Para el 

perito, el impacto por la parte posterior al vehículo detenido del 

apelante fue lo suficientemente fuerte para generar dichos 

problemas. A esos efectos, concluyó en un impedimento de 15% 

(11% de la parte lumbar y 5% de la parte cervical por la 

radiculopatía). De acuerdo al perito, dicho impedimento es 

suficiente para que el señor Burgos se viera obligado a dejar de 

trabajar permanentemente. 

Por tanto, en apoyo a la propia determinación fáctica del 

Tribunal, sobre la imposibilidad del señor Burgos para continuar 

laborando como mesero al cabo de un año del accidente, 

entendemos que el apelante presentó evidencia independiente de la 

naturaleza de su incapacidad. La misma demuestra la presencia de 

condiciones que afectan de manera permanente sus capacidades 

funcionales para volver a trabajar como mesero u otro oficio, como 

en efecto ha ocurrido, por lo que es lógico concluir que la sociedad 

legal de gananciales es acreedora de una indemnización por lucro 

cesante.  

Con relación al cálculo de la partida por lucro cesante, para 

adjudicar una cuantía justa y razonablemente, nos parece 

apropiada la revisión de la metodología LPE, aplicada por el profesor 

Del Valle en su Informe. Consideramos que el perito Freyre incidió 

al utilizar un ingreso fijo, adicionar la partida de Seguro Social y 

obviar parte de la metodología LPE.  

En cuanto al ingreso proyectado, el perito Del Valle utilizó un 

promedio de los ingresos previos y variables del señor Burgos; a 

saber: en 2004, $25,627.00; en 2005, $28,242; en 2006, 

$26,694.00; en 2007, $24,982; y en 2008, $28,149120 para un 

                                                 
120 Transcripción de la Prueba Oral de 8 de junio de 2017, pág. 72. No todos los 

ingresos previos al 2008 fueron inferiores. Por ejemplo, en el año 2000, el ingreso 
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promedio de $26,739.00. También aplicó aumentos salariales y fijó 

la vida útil laboral del apelante a la edad de 67 años. Establecido el 

ingreso proyectado y la edad de retiro, entonces, el perito lo computó 

con las probabilidades de la metodología LPE: Sobrervivencia, 

Participación y Empleo; así como el factor de valor presente de las 

cuantías de cada año, las cuales se reducen con el transcurrir del 

tiempo. Además, el perito Del Valle atinó al señalar que el perito 

Freyre no debió considerar como ingreso la aportación patronal al 

Seguro Social y al Medicare del apelante. Concurrimos en que dicha 

partida no debió incluirse en el cómputo de ingreso. Así, la cuantía 

total por lucro cesante es de $255,954.00.121 Aunque el lucro 

cesante no tiene que demostrarse con certeza matemática, puesto 

que siempre hay cierto grado de especulación en su cómputo, es 

nuestro criterio que la modificación realizada se ajusta 

razonablemente a la cuantía que el señor Burgos hubiera devengado 

como mesero, durante su expectativa de vida útil, de no haber sido 

víctima del accidente.  

En el tercer y último error señalado, los apelantes aducen que 

los casos comparativos utilizados por el Tribunal no guardan 

similitud con los daños sufridos. Sin embargo, en su 

argumentación, solamente cuestionan el caso Colón v. Municipio de 

Guayama, 114 DPR 193 (1983). En la mencionada jurisprudencia, 

un joven peatón resultó gravemente perjudicado luego de ser 

impactado con una plataforma arrastrada por un camión. Como 

resultado del accidente, el joven quedó parapléjico y, a los diez días 

de hospitalización, falleció. El Tribunal Supremo fijó la partida por 

el sufrimiento físico y mental del joven durante los diez días que 

                                                 
del señor Burgos ascendió a $35,000.00. Transcripción de la Prueba Oral de 8 de 

junio de 2017, pág. 101. 
121 Toda vez que el señor Burgos sobrevivió al tiempo de la Sentencia, se actualizó 

el ingreso del año 2017 a $18,409. 
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transcurrieron desde que sufrió el accidente hasta que murió en 

$25,000.00.122  

Ciertamente, entre el caso citado y el de epígrafe, los daños 

descritos y el tiempo por el cual éstos se han extendido son 

significativamente disímiles. En el caso que nos ocupa, por fortuna, 

nadie perdió la vida; pero, desgraciadamente, los daños físicos se 

extienden en años, no días. A esos efectos, los apelantes proponen 

que nos guiemos por la Sentencia de Rodríguez Roldán v. Mun. de 

Caguas, et al., 133 DPR 694 (1993). Es este caso, un hombre 

conducía un vehículo y, al llegar a una intersección, no pudo 

percibir la peligrosidad de las condiciones de la vía y, en lugar de 

girar, siguió en dirección recta, por lo que cayó por un precipicio. 

Entre los múltiples daños físicos, el perjudicado sufrió una lesión 

cerebral irreversible, la cual lo incapacitó para desempeñarse en su 

profesión de abogado. En relación a las compensaciones, el TPI 

concedió y el Tribunal Supremo confirmó una suma de $30,000 por 

concepto de resarcimiento de los dolores y molestias física sufridos 

por el reclamante y $100,000 por los daños y angustias mentales 

vinculados al daño cerebral y al impedimento severo para ejercer la 

profesión de la abogacía, toda vez que el perjudicado perdió 

diecinueve puntos de su cociente de inteligencia.123 Si bien no hay 

dos casos iguales, estimamos que el caso comparable propuesto por 

los apelantes también deja de albergar similitud con los daños del 

señor Burgos, por lo que no lo acogeremos. 

Ahora bien, la Sentencia apelada hace referencia a otro caso 

resuelto por este Tribunal intermedio: Pérez Bonilla v. Sánchez 

Ortiz, KLAN200801667, de 2 de abril de 2009. En Pérez Bonilla v. 

                                                 
122 El valor adquisitivo del dólar en el 1983 era 62.27 (100/62.27=1.61); mientras 

que el de 2018 era 119.37 (100/119.37=.84). Por lo cual, $25,000.00 x $1.61 ÷ 

0.84, resulta en $47,916.67.  
123 El valor adquisitivo del dólar en el 1993 era 74.56 (100/74.56=1.34); mientras 

que el de 2018 era 119.37 (100/119.37=.84). Por lo cual, $130,000.00 x $1.34 ÷ 

0.84, resulta en $207,380.95. 



 
 

 
KLAN201900070    

 

43 

Sánchez Ortiz, el policía perjudicado, mientras iba como pasajero en 

un vehículo oficial de la uniformada, resultó afectado por el impacto 

de otro auto, que con el golpe causó que la patrulla acometiera un 

portón. El policía estuvo alrededor de tres semanas en descanso, 

recibió una veintena de terapias físicas en la espalda, cuello y rodilla 

izquierda. Además, se le diagnosticó un total de 10% de incapacidad 

de sus funciones fisiológicas. Como secuela del accidente, el policía 

sufrió de dolores persistentes en la pierna izquierda, la espalda, la 

cabeza, el área del cuello y los hombros. El Tribunal revisor redujo 

a la mitad la compensación adjudicada por el foro primario y 

concedió una indemnización de $25,000.00 por los daños físicos y 

$7,500.00 por las angustias mentales. Aun cuando reconocemos las 

distinciones entre ambos accidentes y los daños de ambos 

perjudicados, estimamos que este caso como comparable es 

adecuado para valorar los daños físicos y angustias sufridos por el 

señor Burgos.  

Nos corresponde realizar el cómputo que estableció el 

Tribunal Supremo en Santiago Montañez v. Fresenius Medical, 

supra, para calcular los daños físicos del señor Burgos, tomando 

como punto de partida el caso seleccionado por el TPI, Pérez Bonilla 

v. Sánchez Ortiz. Para calcular el valor adquisitivo del dólar debemos 

dividir 100 entre el índice de precios al consumidor para el 2009. El 

índice de precios al consumidor para ese año fue 107.81, lo que 

significa que el valor adquisitivo del dólar resulta en $0.93. El índice 

de precios al consumidor a la fecha en que se emitió la presente 

Sentencia del TPI era 119.37, por lo cual el valor adquisitivo del dólar 

en el 2018 era $0.84. El cálculo de $25,000.00 x $0.93 ÷ $0.84, 

resulta en $27,678.57 por concepto de daños físicos para el señor 

Burgos. En cuanto a la partida por angustias mentales, el Panel 

Hermano en Pérez Bonilla v. Sánchez Ortiz otorgó $7,500.00. Así, el 
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valor presente es $8,303.57 ($7,500.00 x $0.93 ÷ $0.84 = $8,303.57) 

por concepto de angustias mentales para el señor Burgos.  

Ahora bien, las indemnizaciones concedidas al señor Burgos 

por concepto de sus dolencias físicas y angustias ascendieron a 

$35,000.00 y $10,000.00, respectivamente. Es evidente que el 

Tribunal tomó en consideración las particulares dolencias y 

tribulaciones del apelante y ajustó las cuantías a su favor. Es 

nuestro parecer que la compensación estimada por el TPI por los 

daños sufridos y probados por el señor Burgos es razonable. A esos 

efectos, confirmamos sus determinaciones al respecto. 

Finalmente, en cuanto a la señora Lora, aun cuando 

entendemos que el caso en el que se basó el Tribunal no es el más 

apropiado para establecer una compensación adecuada por las 

angustias sufridas por ésta, como consecuencia del accidente de su 

esposo, reconocemos que el TPI también ajustó la indemnización a 

una suma razonable. El Tribunal citó a Vargas Vargas v. Belthor 

Cáceres Corp., 90 DPR 37 (1964).  En la referida jurisprudencia, un 

menor, quien iba como pasajero en un vehículo accidentado a causa 

de la negligencia del conductor, resultó perjudicado con varias 

cortaduras en el rostro. Sus padres fueron resarcidos con una suma 

de $500.00. El valor presente de dicho monto es $2,577.38.124 

Con respecto a las angustias mentales de la señora Lora, la 

testigo declaró que su esposo era un hombre saludable, con el cual 

tenía un matrimonio y vida familiar muy feliz, en la que hacían 

actividades juntos, pero eso se había perdido. Catalogó el accidente 

como uno crítico, por lo que experimentó desasosiegos y dijo que 

lloró “lo indecible”.125 Indicó que la pareja estuvo dos años en camas 

separadas, porque la cama de posiciones que usaba el señor Burgos 

                                                 
124 El índice de precios al consumidor para el año 1964 era 23.10, para un valor 

adquisitivo del dólar de $4.33. El índice de precios al consumidor al 2018, fecha 

en que se emitió la Sentencia del TPI, era 119.37, para un valor adquisitivo del 

dólar de $0.84. Así, $500.00 x $4.33 ÷ $0.84, resulta en $2,577.38. 
125 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 94. 
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era para una sola persona. “Y ya yo no tengo a mi marido completo 

como yo lo tenía antes a todas horas del día ahí, ahí al pie del cañón, 

[…]”.126 Aun cuando la testigo expresó que la condición de su esposo 

y los problemas económicos tuvieron un impacto significativo en sus 

relaciones familiares y estado anímico, no requirió asistencia 

sociológica ni siquiátrica. De igual modo, según se desprende de sus 

declaraciones, sus penurias estuvieron especialmente relacionadas 

a la comprometida situación económica de la familia; cuestión que 

hemos subsanado con la concesión del lucro cesante.  

Por las angustias y sufrimientos descritos, el Tribunal 

concedió a la señora Lora una compensación de $5,000.00. 

Consideramos que la cifra guarda correspondencia con los daños 

manifestados. La suma se asemeja a las otorgadas en las sentencias 

de Rodríguez Medina y otros v. Universal Ins. Co., KLAN201900406, 

de 21 de agosto de 2019, y de Crespo Vargas y otros v. Integrand 

Assurance Co., KLAN201001655, de 23 de junio de 2011. En el 

primer caso, un Panel Hermano de este foro revisor redujo la 

indemnización por angustias mentales de la esposa del perjudicado 

a $5,000.00. En el segundo, otro Panel confirmó la cuantía de 

$5,000.00 por concepto de angustias mentales a la madre del 

accidentado. El valor presente de esta última suma es similar al 

adjudicado en el caso de marras.127  

Resumiendo, procede indemnizar a la sociedad legal de 

gananciales del matrimonio Burgos-Lora con un total de 

$255,954.00 por concepto de lucro cesante, que abarca desde la 

fecha de los hechos, cuando el apelante tenía apenas 45 años, hasta 

la edad de 67 años, cuando se establece la culminación de la 

                                                 
126 Transcripción de la Prueba Oral de 21 de febrero de 2017, pág. 96. 
127 El índice de precios al consumidor para el año 2011 era 113.68, lo que significa 

que el valor adquisitivo del dólar es $0.88. El índice de precios al consumidor a la 

fecha en que se emitió la presente Sentencia del TPI era 119.37, por lo cual el 

valor adquisitivo del dólar en el 2018 era $0.84. Así, $5,000.00 x $0.88 ÷ $0.84, 

resulta en $5,238.10. 
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expectativa de vida útil o laboral. Confirmamos las partidas por 

daños físicos y angustias mentales otorgadas al señor Burgos por 

$35,000.00 y $10,000.00, respectivamente; así como la suma de 

$5,000.00 concedida a la señora Lora por sus propios pesares. De 

otro lado, según reseñado, el señor Burgos acudió a la ACAA donde 

recibió sus beneficios. No obstante, del dictamen no se desprenden 

determinaciones específicas sobre las exenciones automáticas y 

mandatorias, las cuales se extienden a las aseguradoras. Por lo cual, 

en derecho procede que se reduzcan $1,000.00 a la compensación 

por sufrimientos físicos sufridos por el apelante, y la exención de 

$2,000.00 por concepto de otros daños, como la compensación por 

lucro cesante.128 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se modifica la Sentencia 

apelada y, así modificada, se confirma. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
128 9 LPRA sec. 2058 (3) (a-c); Canales Velázquez v. Rosario Quiles, 107 DPR 757 

(1978); Morales v. Lizarribar, 100 DPR 717 (1972). 


